
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE MAYAGÜEZ Y UTUADO 
PANEL XI 

 
EL PUEBLO DE  
PUERTO RICO 

Recurrido 
 

v. 
 

IRVING TORRES 
MELÉNDEZ 
Peticionario 

 
 
 
 

KLCE201701120 

Certiorari procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Región Judicial 
de Guayama.  
 
Caso Número:  
G SC13G0176 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, la Juez Birriel 
Cardona y la Juez Ortiz Flores 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 21 de julio de 2017. 

Comparece el señor Irving Torres Meléndez (Sr. Torres; 

peticionario) por derecho propio, mediante recurso de certiorari, y nos 

solicita que se le bonifique el tiempo cumplido mientras disfrutaba del 

beneficio de sentencia suspendida.  

Adelantamos que denegamos la expedición del auto de certiorari.  

I 

Surge del escrito presentado por el peticionario que este se 

encuentra recluido en la institución penal Ponce Adultos 1000 en la cual 

extingue una pena de reclusión de seis (6) años y cuatro (4) meses por 

infracción al artículo 404 de la Ley de Sustancias Controladas de Puerto 

Rico. El Sr. Torres sostiene que para el mes de junio de 2014 se acogió al 

beneficio de sentencia suspendida. Añade que su libertad a prueba fue 

revocada por violaciones a las condiciones impuestas, por lo que el 11 de 

mayo de 2017 fue ingresado a prisión para extinguir su pena. En esencia 

sostiene que se le debe bonificar el tiempo que cumplió mientras se 

encontraba acogido al beneficio de sentencia suspendida.  

Aunque el escrito presentado por el Sr. Torres no contiene 

propiamente señalamientos de errores del mismo se desprende lo 

siguiente:  
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Que bajo el amparo de la Ley de Sustancias Controladas de 
Puerto Rico la sentencia bonifica y no es cumplida en años 
naturales. 
 
Que al momento de hoy [al] peticionario no se le ha 
bonificado dicho tiempo al hoy peticionario. 
 
Que la bonificación tiene que ser de un 42% por buena 
conducta y asiduidad, como lo estipula la Ley de Sustancias 
Controladas de Puerto Rico. […] 
  

II 

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones1 contiene disposiciones 

sobre el contenido de los recursos que se presentan ante nosotros. Así, 

los recursos deben incluir, entre otros requisitos, los siguientes:  

(1) Cubierta con epígrafe, información sobre abogados o 
abogadas y partes e información del caso;  
 

(2) Índice detallado del recurso y de las autoridades 
legales citadas;  

 
(3) Cuerpo del recurso que abarca el nombre de los 

recurrentes, las citas de las disposiciones legales que 
establecen la jurisdicción y la competencia del Tribunal, 
una referencia sobre la decisión objeto del recurso, una 
relación o enumeración de los hechos importantes y 
pertinentes del caso, un señalamiento breve del error o 
errores que se alegan cometidos por la parte recurrida, 
la discusión de los errores señalados y la súplica o 
solicitud de remedio;  

 
(4) No debe exceder de veinticinco (25) páginas; 

 
(5) Apéndice con copia de los documentos relacionados al 

caso objeto del recurso, que entre otros debe incluir la 
copia de la resolución recurrida; en las apelaciones 
criminales se requiere una referencia a la sentencia de 
la cual se apela, la Sala del Tribunal de Primera 
Instancia que la dictó y la fecha que lo hizo o la fecha 
de notificación de la resolución de una moción que 
hubiera interrumpido el plazo apelativo dispuesto en las 
Reglas de Procedimiento Criminal.2 

 
 Por su parte, la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (C), concede a este Tribunal la 

facultad de desestimar por iniciativa propia un recurso de apelación o 

denegar un recurso discrecional por los siguientes fundamentos:  

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción;  

                                                 
1 4 LPRA Ap. XXII-B. 
2 Véase:  4 LPRA Ap. XXII-B, R. 16 (apelaciones civiles); 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 26 
(apelaciones criminales), 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34 (solicitud de certiorari); 4 LPRA Ap. 
XXII-B, R. 59 (revisión de decisiones administrativas). 
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(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 
justa causa para ello;  
 

(3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 
de buena fe; 

 
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no se 

ha presentado una controversia sustancial o que ha 
sido interpuesto para demorar los procedimientos; 

 
(5) que el recurso se ha convertido en académico. 

 
III 

El escrito presentado por el Sr. Torres no cumple con los requisitos 

mínimos de la Regla 34 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 34, respecto a lo que debe contener un recurso de 

certiorari. De un examen del expediente pudimos constatar que el 

peticionario no sometió, entre otras cosas, un apéndice o al menos copia 

de los documentos que ilustren a este Tribunal sobre su reclamo y el 

proceso llevado a cabo. Ello nos priva de adjudicar algún remedio, de ser 

procedente. Como bien se ha reconocido por nuestro máximo foro 

judicial, “el hecho de que las partes comparezcan por derecho propio, por 

sí solo, no justifica que incumplan con las reglas procesales”. Febles v. 

Romar, 159 DPR 714, 722 (2003).  

Siendo ello así, resolvemos que no se ha presentado una 

controversia sustancial que nos permita adjudicar algún remedio. Por lo 

tanto, al amparo de la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, procede denegar la expedición del auto de certiorari.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición del 

auto de certiorari. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.  La Juez Birriel Cardona disiente sin opinión escrita.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


